
Procesámlcnto Nro, 2S!7 l2Dl7

Montevideo,3l de Agosto de 2017

V {STO§I CONS,IDF,RANDO:

ruE 2-460S5/201ó

Atento a lo que resulta de autos, en especial, de la denuncia recibida (fs. 28 a 31 rro.¡

ratificada por el denuncíante (49 a 52), de las declaracione§ reqopcionadas en la causa

de fs. 144 a 149, 150 a 163, 356 a 359), a¡rteocdentes administmtivos (fs. ? a 25, i31 a

147,164 a24'1,248 a314,340 a 355.362 a363,366 a367), documentaciÓna$cgada

de fs. 2ó a27,53 257,59 a62.70 a I (r(l de las prescntes actuaciones, así como, er¡ las

actuacioncs acordonadas; y parlicularmente' de ia deposición en Sede judicial en

presencia de su Defensa de ios indagados (fs.64 a 69 y ll-tl a 108), surgen elemento§

de couvicción y pmeba suficientes para estimar. "prima facie", que L-I)
Gü A- Cñhabría incunido en un delito de Conjunción del interés

personal y del público en caiidad de autor en concurrencia fuera de la reiteración ccn

un delito de Usurpación 40 título, en calidad de coaulor, contbrme a lo dispuesto por

los arts. 56, 60 num. 1", 6l num.4", t6l y 167 del Código Penal. Y que ItI
IIF AD C- habría incurrido sn un delito de Usurpación dc título, on

calidarl de autora penalmcnte imputable, de conformidad con lo dispuesto por 1os arts.

60 num. lo y 167 del C.P.

Hechos atribuldos

Dc la instrucción obrante en autos, surge verificado qrle el ihdágadb, Dr' Leonardo

Gabriel Anzalone Cantoni, InspectQr Mayor, se desempeñabá como Director Nacional

de Sanidad Policial dcsde el mes de marzo del afft-¡ 2012, dirección que postctiormente
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se fusionó con la DireccióD Nacional dc Asistencia social policiar, Ia-c cuares en la

acrualidad dependcn de la Dirección Nacio¡al de Asuntos sociales. a cuyo frente se

encuentra desde Ia fecha de su oreación (1ofi1/2016) el Dr. L-I¡ AI-\

con }'echa 17/0512013, se presentó ante dicha Direcciónpor parte de la indagada sra.

l- H!ñ Aa-, invocando calidrd de Licenciada en psicología, un ,.p

royecto de propuestas de mejoras de los procedimientos de selección y propuestas

organizativas y lbrmativas ai depanamento de Recusos Humanos,', generríndose el

expediente N" 310212013 (fs. 72 a I00).

El misn¡o día, el Dr. Ló Afb elevó al Sr. Subsecretu.io del Ministerio del

Interior, Lic. J{D VI el ¡eferido proyecro, haciéndole sabcr que, a su criterio,

"...Ia aplicación del referido Proyccto.. , redundaria en una mqior administración de

los recu¡sos tu¡manos disponihles...a la vez que, al basarse en el cálculo de planteles,

nos pcrmitría obtener una Írayor eficienciaen cl desempeño de las distintas tareas a

efectuarsc por parte de los firncionarios, en sus respectivos ámbitos laborales" (fs. 90,

cl subrayadtr es obrá del autor).

Con fecha 30/05/2013, cl Dr. L(Il A-- remitió el precitado expedienie a1

Departamento de Recursos Humanos, a fin de confeccionar contrato de

Anendam iento dc Servicios con 1a Licenciada en Psicologla L- AllD Ctri,
a efcctos de poner en marcha el referido proyecto (fs. 93),

En ejecución de tal propósito, con fecha 1'106/2011, se celcbró un conrraro de

Arrendamiento de Servicios eütre, por ufl páftc, la Dirección Nacional de Sanidad

Policiál representada en la ocasión por el Inspector Mayor (PT). Dr. L-
AÜ OD, en su calidad de Direetor Nacional dc Sanidad Policial y. pol otra

partc. la Psic. LI].{- (I- (fs. 91 a 95).

En el refeddo contrato, en el capítulo primem destinado aJ objeto del arrendamiento

de sen'icios. se especificó que; "a; La parte nombrada en primer término arrienda los
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servicios prof'esionales de la nombrada cn segundo, la que se obliga a cumpli¡ los

mismos en su calidad de Psicóloga en el Departamento de Resursos Humanos b)

Curnplirá las funciones que le son propias de su especialidad en ei siguiente yolumen

horado. .." ( t's. 94).

En el capífulo tercero, se convino que por el servicio protbsional a¡rendadt¡. la referida

Dirección abonaria 1a suma de liu 2l,160 más LV,A. por mes.

Dicho contrato fue firmado por arrbos indagados: la Sra. trl .A-- O-i
conro Psicóloga y el Dr, L-.{ü Ó-, en su calidad de Director

Nacional de Sanidad Policial (t's. 95),

En cumplimiento de dicho contrato, la Sra. Lll Af- comenzó a desempeñarse

corno prof'esional, Psicóloga, en el Depürtamento ds Recu¡sos Humanos de [a
multicitada Dirección, como asesora del Tribunal dc selocción del personal de

Sanidad Policial) como encargada del Área de evaluación sicológica y seguimiento.

asi como, integró los Tribunales de segunda opinión.

En autos obra sr¡ficiente prueba de que la misma desempeñó tareas propÍas de la

profesión de Psicóloga (ls, 6, 7, 8, 9, 10, I I a 12, 195, 196. 268).

Sin enibargo, la Sra. .Aal, pese a lubef realizado mirltiptes estudios en el Reino

de España (tt. 54 a 62) y documentación obrante en ADexo acoldonado y no obstante

poseer el títrrlo de Licenciada en Filosofia y Cicncias de la Educación, otorgado por el

Recror de la Universidad de Oviedo de dicho pais el 5101/1995 y ds surgir en el anexo

acordonado un documento (constancia) que indica que la misma.ha satisfecho en la

referida Universidad. "los derechos coffespr)ndientes a su título de Licenciada en

Psicología" (5/Olll995),, no revalidd dichos títulos académicos en la Repúbtica

Oriental dcl Uruguay, estando por tanto inhabilitada para ej€rcer como tal en todo el

territorio de la Rcprlblica (arts. l, 2 y 6 de ta Ley N" 17. 1 54).

De lo inf'ormaclo por la Universidad Católica del Uruguay. por la Universidad de la
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República (Faoultad de psicorogía) y por cl Minisrerio de salud pública ifs, r3r a
142,251 a 265 y 336 a 343, respectivamente) cmage que la indagada lal AtE
no completó los t¡ámites y requisitos requeridos para ra reválida de tfturos en nuestro

país, no frgurando como inscripra o habiiitada en el Ministerio de salud pública

ninguna profcsional con su nombre.

Dicha circunstancia de falta de inscripción y habilitación de la Sra. A(- para

ejercer como Psicóloga en territorio uruguayo, era conociü por el co-indiciado

L- ,A-, quien es hermano de Ia misma, tal como surge de ias

dcctaraciones obrantes a fs, 68 y 103,

Sin embargo. tales obsráculos no impidieron al Dr. ¿- que contratara para las

funciones profesionales especificadas a su hcrmana La¡ A- quien desde la

fccha de su contratación ejerció actividad profesional en dicha {rrea. sin estar

habirirada al efecto.

Crllfic¡clón delicturl

Lr conducta obscrvada por 1a indagada IrD IIfb AalI se adccua a ]as

previsiones de1 art. 167 del C.P., el qr:e cstablece que "El quc se abrogare títulos

acadórnicos o ejerciere profesiones para cuyo desempeño se requiere un¿ habilitación

especial, será castigado con 20 U.R. (.veinre unidades reajustables) a 900 U.R.

(novccientas unidades reajustables) de multa".

Estc illcito admite dos modalidades de conueción: abrogarse un títulú académico o

cjercer profesiones para cuyo se desempeño se requierc una habiiitación especial,

En relacióu at '"'erbo nucleat "abrogare" utilizado por la disposición legal

precedentemente transcdpta, flre ernpleado equivocadamente por.el legislador,

dcbiéndosclo entender en la fomta en que se lo aludía en el Código Penal Uruguayo

de I 889. es decir, "arrogarse", cul,o significado es atribuirse o apropiarse de algo que

no Ie penenece ni es suyo, en ei caso. titulos académicos.
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En tal senrido, son acenadas ras expresiones de la defensa en cuanto aseveró que la
indagada L- A- cumplió con ra canera equivarente tle psicología en ei
Reino de Espafra, por lo tauto, resulta se¡ (ontorógicamente) profesionar en dicha área,
reconociéndose por esta decisora que Ia misma ha cursacl0 y aprobado mültipres
posgrados y especializaciones on diferentes ártal, como lo comprueba la existencia de

cua¡tiosas certificaciones que lucen en el Anexo acordonado.

Sin ernbargo, Ia misma ejerció dicha profesión er el tenitorio nacional, a través de la
contratación comoprofesional psicóloga (ver conhato de a¡rendar¡iento de scrvicios
de fs 94 a 95). en el Departamento de Recursos Humanos dc ra actual Dirección de

Asuntos Sociales, como Esesora del Tdbunal de selección del personal de Sanidad

Policial, ccmo cncargada del Área de evaluación sicológica ),seguimieoto, asi oomo,

integró los Tribunales de segunda opinión durante el año 2015.

De modo que. en la especie, ia Sra- I-y'¡- no se atribuyó un títulc que no

tiene, pues posee Ia titulación espafiola rel'erenciada, pero si ejcrcjó la profesión de

Psicóloga para la cual no se hallaba ni se halla legitimamonre habilitada, ya sea por

desconocimiento de los procesos a transit¡¡ como se expresé por la defensa, ya por la

existencia de obstáculos como lo manifestó la propia indagada a fs. 67. cuando

expresó que acudió al Ministerio de salrrd púhlica en mayo de 2015 para reglsffar su

posgrado de Psicopedagogía, el cual no resultó registrable, aduciendo además que no

se le ocurrió ir con el rítulo de psicóloga ya que tenía que recursar más de veinte

materias-

En consecuencra, habiendo incurrido ta sra. A(E en un ejercicio de la profesión

ilegítimo. su conducta resulta alcanzada por la norma penal reseñada, vulnerándose de

esta fomra el bien jurídico protegido por la misma, quc al decir del Dr. Miguel

La,gón cuñarro, radica e¡ el prestigio dci Estado y el intcrés comunitario de poder

depositar confianza en los profesionales qre áctuan en el medio y el ile la profesión cn

sí misma considerada, defendiéndose también los intercses del público en gencral clel



riesgo quc inr.pLica ei ejercicio de ellas sin suñcientc capacitación acreditada

lcgalmcnte.

Siguiendo a Bayardo Bengoa (Cfr. Derecho penal Un guayo, Tomo IV, parte especirl.

\zol. I, pág. 228). "...e1 elemcnto estructural esencial del tipo está d?do por el

cumplimiento de un acio o de vanos actos resen'ados exclusivamente a la actividrd

profesionali radica éste. en la realización de un acto concreto que pcneüe en la

con)petencia de una profcsión dada. protegida por la ley y tutelada pelalmente a

mérito de superiores intereses generales".

Dicho ext¡'emo se ha verificado en las presentes actuaciones, a tmvés de diversos actos

profcsionales curnplidos por la Sra. I-.{- en desempeño de las funciones

para las que lue contratada, funciones para las que se rcquier-e, de acuerdo a lo

dispucsto por el art. 6 dc la Ley No 17.154, el rcgistro del rirulo o resolución

habilit¿nte firme de Ia Comisión Especial en el Ministerio de Salud Pública.

Adcmás, para poder ejercer la profesión de Psicólogo en el territorio de la Repfiblica.

según el art. 2 de la mencionada disposición legal, resulta exigible poseer un titulo de

licenciado en psicologia o equivalente, otorgado por la Llniversidad de la República u

onas universidades o instirutos universilanos habilitados por el Estado o un tftulo de

Iicenciado en psicologla o squivalente. olorgado por universidades extranjeras.

rer'¿lidado por la autoridad competente.

En consecuencia, a juicio de csta decisola. ha sido sutjcienteftente rtlevado en autos

que la Sra. f-.Af- ejerció indebidamenrc en el territorio nacional la profesión

de Psicóloga. para la cual no se halla habilitada.

La conducta desplegada por el indagado LIf¡ A-, sc adecua al tipo iegal

previslo en el art, I 61 del Código Penal, que tipifica el delito de conjunción del interés

personal y del prlblico: "El I'uncionario público que, con o sin engaño. directáñente o
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por irterpuesta persona. se interesare con er fin de obtener un provecho indebidrr para

sl ó para un tercero en cualquier acto o contrato en que deba i.tervenir por razórr de su

cargo, u oruitiere denunci¿r o informar alguna circunstancia que lo vi¡cule
personalmente con el particular interesado en dicho acto o contrato, será castigado con

pena de seis meses de prisión a tres afios de penitenciaría. inhabilitación especial de

dos a cuatro afios y multa de 10 uR (diez unidades reajustables) a 10.0ú0 uR (diez

mil unidades reajustables).. , "

Constituye un delito a sujeto calificado (funeionario público), e1 cual ha sido

modificado por la Ley N0 17.060.

Su elelxenfo material consiste en "interesarse", .,tornar interés pivado" o intervenir en

una negociación incompatible. Esto es, ingerirse indebidamente en el acto o contrato,

con un fin propio o ajeno (Cfr. A. Camaño Rosa, Tiatado de los Deliros, pág. 125), asi

como, Iucgo de la modificación referida. se adicionó 1a onisién dc denunciar e

informar vinculación con cl acto o conrato en el que el agente deba intcrvenir pot

razón de su cargo.

Es suficiente que se produzca Ia conjunción del interés det Estado (defendido o

rEpresentado por el agente) y el del prspio funcionario en su esfera privada. no siendo

necesario el pcrjuicio cierto para la Admirristración ni el beneficio económico o

provecho pata el funcionario infiel.

Se trata de un delito de peligrr-r, 'lrevcntivo del fraude", que se "...funda cn Ia idea de

prevención genórica de los daños que con mucha más frecuencia derivarian si se

adoptara ei üiterio opuesto" (Cfr. Soler, Tratado Tomo V, pág. 189).

Se castiga la "amenaza" Ce lesión a1 bien juridico tutelado. cn el caso, la transparencia

de la tunción pública.

Y en Ia presente causa, ha sido fehacientemente probado que el indagado, Dr,

LúI¡ A-, Director Nacional de Asuntos Soci¿les y herfiano de la
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co-indiciada L- HÉAE contrató ros sen,icios profesionares de ósta,

interesándose pcrsonalmente cn dicho conrrato sin que se infbrmara expresamente

acerca del parentcsco que }os unfa, rurnerando así la transparencia y cristalinidad del

obrar de la Administraciór.

En relación a lac üormas quo dicen relaoión con el caso en análisis, dicho principio ha

sido consagrado lcgalmente por el art. 72 del rexto ordenado de Contabilidad v
.Admini stración Financiera,

En efecto, el art. 72 cle la nomra precitada, expresa: ,,Los ordenadores! asesores,

funcionarios públicos, aquellos que desempefien una funcióu púhlica o mantengan

víncuio laboral de cuatqtrier naturaleza, de los órganos co pelentes dc la
Adr$inistración Pública deberán excusarsc do intervcnir en el proceso de contritación

cua¡do la parte of'eronte o contratarte esté ligada por razones de parenlesco hasta el

ouarto grado dc consanguinidad o tercero de afinidad. En iguai sentido debcrán

excllsarsc en caso de tener o habef tenido en ios últimos doce meses con dicha parte

alguna vinculación de índole profesional, laboral o empresarial".

Por e¡rde, el Dr. LlI Ar- en su calidad de Düector Nacional de Asuntos

Sociales y como ordenador secundario de gastos (art.28 y 29 del TOCAF), no

obstante los loables consideraciones atinentes a la necesidad de cambiar el proceso de

seleccién de pcrsonal polioial y de reestructurat el área de recursos humanos, no

informó debiriamente a su supcnor jerárquico al nomento de presentarle el proyecto

de mejoras referido, que habrla de contrat a su hermana l,ll y'- para 1a

ejecución dei mismo ni ss abstuvo de toma¡ interv'ención en dicha contratación, por lo

que ha incunido en Ia conducta tlpica, antijur{dica l,culprble mencionada.

En relación a Ia obtención de provecho indebido para si o llara uü tercero, cabe

destacar que resultó acreditado en la causa que 1a contraración de Ia Sra. Al-por



parle de su hermano, le rcpo¡tó a ésta un salario mensual, aunque exiguo, así como, un
ródito moral. en virrud de ras dimensiones y rerevancia de las tareas encome,dadas,
por lo que al respeclo no caben otras consideraciones.

Asimismo. al haber propiciado la contratació¡ referenciada de su hermana para que

ésta prestara sus servicios profesionales conro psicóloga, siü estar habilifada ni

regisfada en el territorio nacional para ello. resultó incurso en el delito de usurpación

de titulrrs, en calidad de coautor (art. 61 num, 4o y 167 del C.p.). en virrud de haber

cooperado a la realización de dicho reato, en la faz preparatoria y en la ejccutiva, por

un acto sin et cual el delito no se hubiera podido cometcr,

Solicltud Eiscsl

El Sr. Represetrtante del Ministerio Pirblico, Dr. Gustavo Zubia, solicitó e¡ fundado

dictamen (lls. 368 a 370) el enjuiciamiento y prisión de L- Cü /tE
por la comisión en calidad de autor de un delito dc Conjunción del interés personal y

del público en coocurroncia fuera de la reite¡ación con un delito de coautor{a de U

surpación de tltulos, en tanto que peticionó el procesamiento sin prisión de te
Hab l-D por un delito de Usurpación de títulos (arts. 60, 61, 161 y 167 del

Código Penal).

Por los rcseüados fundamentos fácticos y legales, así como, por las probanzas

diligenciadas en Ias actuaciones prcsumariales, se ptocederá a acompañar

parcialmente l¿r solicitud formulada por el Ministerio Público, haciéndose lugar a la

calificación jurídica requerida para ambos indagados, pero ordenándose el

enjuiciamiento sin prisión de ellos, en Btención a que lcs misrnos carecen de

antecedentes judiciales,

En el tóptco que dice relación con la aplicación del instituto de la prisión preventiva al

indagado, Dr. t-D A-, no se cor¡lparte que cn el presente caso haya

existido gtave alamia pública que de mérito para le irnposición de la prisión

preventiva, ta1 com,r lo posrula el distinguido representBnte del Ministcrio Público.
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En cfecto, Ia contratación de Ia s¡a. .¿-r por parte de su herma¡o ocun^ió el 10 de

Junio tle 2013 y la presente denuncia fue fomrulada el I li 10/2016, fecha en la cual se

produjo su "estallido" en los medios de comunicación.

Vale dccir que la 'tnediatización" de los presentes hechos ocurrió por la presentación

de la denuncia en la Sede judicial y por la comparecencia del denunciante ante 1os

medios de prensa. dando cuenta de tar posturación ante los órganos de1 poder judiciai
y no por cl hecho en sl mismo, que habiéndose iniciado unos años affás. no generó

ningún tipo de alarma social y mucho rnenos con ra nota de gravodad exigida por la

ley (art. 3 de 1a Ley No I5.859).

Además, conesponde precisar que los ilícitos primariamente afrrbuiclos al inclagado

registran penalidades mínimas de prisión y multa. por lo que resulta presumibre que

no hab,rá de recacr, en definitiva, pena de penitenciarfa, requisito que habilita un

enjuicianriento sin prisión (afi. 1' lit. A) tte la Ley If 15.589 en la redacción dada por

la Ley No 16.058).

Y finalmente, la suscrita estima que. valorados los antecedentes del procesado, Dr.

LID ¡¡b sus rasgos de personalidad, la naturaleza de los heclios

imputados y sus circunstancias, se presume verosímilmente que e1 mismo no intentará

sustraerse a la sujeción penal ni obstaculizar o frustrar el normal desenvolvimiento del

proceso (afi. 1", Iit, B) de la Ley Na 15.589), por 1o que no existe fundamento legal

que pueda alnparar y respaldar la pretensión de prisión preventiva movilizada por el

Sr. Fiscal.

Por todo lo expuesto, de conformidad fiscal y. ateflto a lo dispuesto por las

disposiciones legales referidas y los arts. 15, 16 y 22 d,e la Constitución de Ia

República, 1, 10, I8, 56, 60, 6l num. 4", ló1 y ló7 del C.p.. tis y ná del C,p.p., art,

I a de la Ley No 15.859 en Ia redacción dada por e1 art. 1o de la Ley N, I 6,058 y Lcy

)t§ 17.726.
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SE RESUELYE;

1 Decrétase el procesarnier:to sin prisión de LD CE rlll
C¡komo presunto autor penalmente responsable de un clelito de

Conjunción del interés personal y del prllrlico en concurencia fuera cle la

reiteración con uo delito de Usurpación de tirulo en calidad de coautor. bajo

caución jumtoria y conforme a lo dispuesto por los ans. 56, 60 num. 1", 6l
num. 40. l6l y 167 del Código Penal, comunicándose.

Decrétase el procesamiento sin prisión dc LI I-L ,{I¡
ClElcomo presunta autora peüálmente responsable de un delito de

Usurpación de tltrrlo, bajo caución juratoria y de conlormidad con Io

dispuesto por los arts. 60 num. t" y l6? de1 Código Penal, comunica¡dose.

Pónganse las constancias de encontraxe los prevenidos a disposición de

este Juzgado.

Comuniquense los procesamientos a Jefatura de Policía de Montevideo y aJ

Ir{inistcrio del lnterior, oliciándose.

5. Incorpóranse las prcsentes actuaciones al respectivo sumario que

formará, debiéndose adecuar cn su foliatu¡a y en su carátula

documentación anexa acordonada, cometiéndose,

o. Solicítese planilla prontuarial y dc aotecedentes, oficiándose a1 I.T.F.

7. Téngase por designados eu calidad de Defensores de los preveuidos al Dr.

Leonardo Guzmiín y al Dr. Milton Gabriel Pesce.

8. Recíbase la declaración de testigos de conducta, .si fueren ofrecidos,

comeiiéndose en tal caso el señalamiento a la Oficina.

9. Solicitese dictamcn de l¡ Junta de Transparencia y Ética Pública (JUTEP),

l.

se

la
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respecto de los hechos ventilados en autos, de conformidad con lo previsto
po¡ los num. I 

o y 2" del art. I cle la Ley N" I 9.340, oficiándose.

1tJ, Notifiquese la presente al Ministerio público y a la Defensa.

Dra. ll¿ra Claudia RLIIBAI ."V{IOLIERINA
Juez Lefsdo Capital


